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Época: Undécima Época  

Registro: 2024635  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 13 de mayo de 2022 10:18 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 37/2022 (11a.)  
 
VIOLENCIA FAMILIAR. LAS PERSONAS JUZGADORAS DEBEN RECABAR Y ORDENAR LAS PRUEBAS 
NECESARIAS PARA ESCLARECER LOS HECHOS, CUANDO LA VIOLENCIA INVOLUCRE LOS DERECHOS 
DE LOS INTEGRANTES DE UN GRUPO VULNERABLE O EXISTA DESIGUALDAD POR RAZÓN DE 
GÉNERO. 
 
Hechos: Una mujer demandó a su excónyuge la responsabilidad civil derivada por el daño moral que 
ocasionó la violencia económica, patrimonial y psicológica que ejerció en contra de ella y de sus dos 
hijos menores de edad. Al resolver el amparo directo, el Tribunal Colegiado de Circuito concedió el 
amparo a los menores para que se les realizara la prueba pericial en psicología para acreditar el 
daño, pero negó el amparo a la madre, ya que consideró que no existía un daño derivado de la 
violencia económica y patrimonial, ni había pruebas que demostraran la supuesta violencia 
psicológica; derivado de lo anterior interpuso recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que es 
deber de las personas juzgadoras recabar y ordenar las pruebas pertinentes para esclarecer los 
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hechos en casos de violencia familiar en donde se involucren los derechos de personas 
pertenecientes a un grupo vulnerable o exista desigualdad por razón de género. 
 
Justificación: El derecho humano de acceso a la justicia en igualdad de condiciones y bajo un método 
con perspectiva de género deriva de los artículos 1o. y 4o., párrafo primero, de la Constitución 
General. En ese sentido, esta Primera Sala ha precisado que en las contiendas de violencia familiar 
donde una de las partes se encuentre en estado de debilidad frente a su presunto agresor, la 
persona juzgadora debe remediar la desigualdad de las partes de manera oficiosa. Lo anterior tiene 
la finalidad de visibilizar las situaciones de violencia, vulnerabilidad y discriminación por razón de 
género en los casos en los que la violencia familiar es provocada por alguna conducta basada en 
estereotipos de género. De esta forma se garantiza el acceso a la justicia con igualdad de condiciones 
a todas las personas. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 724/2021. 6 de octubre de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma 
Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, pero en contra de consideraciones y con 
consideraciones adicionales, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien está con el sentido pero se separa del 
párrafo ochenta y cuatro, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretario: Fernando Sosa Pastrana. 
 
Tesis de jurisprudencia 37/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintisiete de abril de dos mil veintidós.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de mayo de 2022 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de mayo de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024632  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 13 de mayo de 2022 10:18 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 35/2022 (11a.)  
 
SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE PERSONAS MENORES DE EDAD. EL ARTÍCULO 13, ÚLTIMO 
PÁRRAFO, DE LA CONVENCIÓN DE LA HAYA SOBRE LOS ASPECTOS CIVILES EN LA MATERIA NO 
VULNERA EL DERECHO A LA IGUALDAD PROCESAL. 
 
Hechos: En un juicio de restitución internacional de personas menores de edad, la madre sustractora 
se opuso a que su hijo fuera restituido con base en las excepciones que prevén los artículos 12 y 13 
de la Convención de la Haya sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores. 
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El Juez de Primera Instancia consideró que la madre sustractora había acreditado la excepción 
prevista en el artículo 12 de la Convención, debido a que el niño se había adaptado a su nuevo 
entorno. Esta sentencia fue confirmada en segunda instancia considerando que también se 
actualizaba la excepción prevista en el artículo 13 de la convención citada. En contra de esta 
resolución el padre del niño promovió juicio de amparo directo el que le fue negado; inconforme 
interpuso revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que si bien 
el artículo 13, último párrafo, de la Convención de la Haya sobre los Aspectos Civiles de la 
Sustracción Internacional de Menores no especifica exactamente en qué momento procesal el 
órgano jurisdiccional debe solicitar la información sobre la situación social de la persona menor de 
edad, ello no vulnera el derecho a la igualdad procesal, pues las partes pueden solicitar a dicho 
órgano jurisdiccional que requiera tal información. 
 
Justificación: Si bien la Convención de la Haya sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción 
Internacional de Menores, sólo da los lineamientos generales a los que debe sujetarse el 
procedimiento para ordenar la restitución de la persona menor de edad, esto obedece al hecho de 
que, resulta conveniente que el procedimiento en cuestión se siga conforme a la legislación interna. 
Por lo tanto, será la legislación procesal del Estado de la República en el que se esté llevando a cabo 
el juicio de restitución de las personas menores de edad la que establecerá cuándo la autoridad 
jurisdiccional podrá solicitar la información sobre la situación social de las personas menores de 
edad a las autoridades competentes. Así mismo, esta legislación será la que establezca la 
oportunidad de las partes de solicitar a la persona juzgadora que haga dicha solicitud de 
información; sin que ello transgreda el derecho de igualdad procesal. Luego, la Convención de la 
Haya debe ser interpretada de conformidad con las normas consuetudinarias de derecho 
internacional aplicables y conforme a la buena fe, esto para garantizar que la interpretación que se 
realice sea aquella que propicie el cumplimiento del objeto y el propósito del tratado internacional. 
Por tanto, debe privilegiarse la interpretación que permita el cumplimiento de dichos objetivos de 
acuerdo con las reglas generales de interpretación de los tratados. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 6749/2019. 29 de septiembre de 2021. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: 
Fernando Sosa Pastrana. 
 
Tesis de jurisprudencia 35/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintisiete de abril de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de mayo de 2022 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de mayo de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Época: Undécima Época  

Registro: 2024627  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 13 de mayo de 2022 10:18 h  

Materia(s): (Civil, Constitucional)  

Tesis: 1a. VI/2022 (11a.)  
 
SUSPENSIÓN DE LA PATRIA POTESTAD. EL ARTÍCULO 447, FRACCIÓN VI, DEL CÓDIGO CIVIL PARA 
EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, QUE LA PREVÉ CUANDO QUIEN 
LA EJERZA NO PERMITA QUE SE LLEVEN A CABO LAS CONVIVENCIAS PREVIAMENTE DECRETADAS, 
NO VIOLA LOS ARTÍCULOS 4o. DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL, 17 DE LA CONVENCIÓN 
AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS Y 23 DEL PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS 
CIVILES Y POLÍTICOS. 
 
Hechos: Un señor demandó, en representación de su menor hijo, la suspensión de la patria potestad 
a cargo de la progenitora, por impedir las convivencias previamente decretadas entre el menor de 
edad y el actor. En primera instancia se declaró procedente la suspensión solicitada y se determinó 
que los cuidados y atenciones del niño quedaban a cargo de la progenitora. Ambas partes apelaron 
y la alzada determinó modificar la resolución impugnada para establecer que, como consecuencia 
de la suspensión de la patria potestad, el menor de edad debía ser entregado a su progenitor para 
que ejerciera su guarda y custodia. La madre promovió juicio de amparo directo que le fue negado; 
resolución que impugnó en revisión, en la que argumentó la inconstitucionalidad del artículo 447, 
fracción VI, del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
artículo 447, fracción VI, del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, 
que establece la suspensión de la patria potestad cuando el que la ejerza no permita que se lleven 
a cabo las convivencias decretadas por autoridad competente o en convenio aprobado 
judicialmente, no es violatorio del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, ni de los diversos 17 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 23 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Sin embargo, al decretarse el cambio de guarda 
y custodia como consecuencia de su aplicación, el juzgador debe suplir la deficiencia de la queja y 
velar por el interés superior del menor de edad, atendiendo a la teoría del menor riesgo. 
 
Justificación: La suspensión de la patria potestad, como consecuencia de la contumacia de no 
permitir la convivencia de un menor de edad con el progenitor no custodio, es una medida que 
limita el ejercicio del derecho de familia, sin embargo, ello encuentra justificación constitucional, ya 
que tiene por objeto salvaguardar el interés superior del menor de edad, que tiene derecho a 
convivir con el progenitor no custodio, a fin de generar lazos afectivos con ambos padres, 
protegiéndose así el sano desarrollo de su personalidad. En efecto, el ejercicio de la patria potestad 
es considerado un poder-facultad concedido a los ascendientes como medio para cumplir con sus 
deberes respecto a guarda, custodia, crianza, formación y administración de los bienes de sus 
descendientes. En consecuencia, su suspensión, como medida para evitar que el progenitor que la 
ejerce impida el sano desarrollo del menor de edad, a través del cumplimiento del régimen de visitas 
y convivencias decretado en convención judicial, constituye el cumplimiento de un fin de mayor 
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grado. Sin embargo, las consecuencias de esa suspensión, aun cuando no se encuentran 
establecidas en el texto del precepto en estudio, como son el cambio de guarda y custodia, deben 
ser analizadas por el juzgador en suplencia de la queja, atendiendo al interés superior del menor de 
edad, y bajo la teoría del menor riesgo, esto es, a través de una decisión que procure generar el 
menor daño posible, para lo cual de ser procedente se ordenará recabar las probanzas necesarias a 
efecto de determinar quién es apto para el efecto, pudiendo serlo el progenitor que conserva la 
patria potestad, o incluso algún otro familiar que se estime idóneo para el ejercicio de la guarda y 
custodia; el cambio respectivo debe ser gradual, atender al sano desarrollo del infante, quien 
dependiendo de su edad podrá ser escuchado, debiéndose emitir una determinación fundada y 
motivada en la que se establezca el plazo y la forma en que se hará progresivamente el cambio, 
hasta que la persona a favor de quien se decrete la ejerza completamente, y comience a aplicarse 
el régimen de visitas y convivencias con el o los progenitores no custodios. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 473/2020. 26 de enero de 2022. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente en el que se separa 
de las consideraciones contenidas en la presente tesis, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. 
Disidente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretaria: Claudia Lissette Montaño Mendoza. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de mayo de 2022 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024618  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 13 de mayo de 2022 10:18 h  

Materia(s): (Civil, Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 41/2022 (11a.)  

 
RÉGIMEN PATRIMONIAL EN EL CONCUBINATO. EL ARTÍCULO 273, PÁRRAFO TERCERO, DEL 
CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE QUERÉTARO, AL IMPONER LAS REGLAS RELATIVAS A LA 
COMUNIDAD DE BIENES, ES CONTRARIO AL DERECHO DE LIBRE DESARROLLO DE LA 
PERSONALIDAD. 
 
Hechos: Una señora demandó a su concubino, entre otras prestaciones, la terminación judicial del 
concubinato, liquidación de bienes en términos del tercer párrafo del artículo 273 del Código Civil 
del Estado de Querétaro y la indemnización; el demandado reconvino esencialmente la terminación 
del vínculo, así como la declaración de domicilio de depósito a su favor. En primera instancia se 
declaró procedente la terminación del concubinato, y la liquidación de bienes a razón del 50% 
(cincuenta por ciento), e improcedentes las demás prestaciones. En apelación se modificó la 
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resolución en lo atinente a los bienes que debían integrar la comunidad de bienes, excluyendo un 
inmueble propiedad del demandado sobre el que se edificaron casas durante el concubinato, por 
estimar que sólo pertenecían a este último. La actora promovió juicio de amparo directo en el que 
se determinó concederlo para que las casas de mérito fueran consideradas gananciales y, por ende, 
objeto de liquidación de la comunidad de bienes en términos del artículo de referencia. El 
demandado, tercero interesado, interpuso amparo directo en revisión, en el que reclamó la 
inconstitucionalidad del artículo en mención, y señaló como primer acto de aplicación en su 
perjuicio la sentencia recurrida. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el tercer 
párrafo del artículo 273 del Código Civil del Estado de Querétaro, al imponer la comunidad de bienes 
como el régimen patrimonial bajo el cual ha de regirse el concubinato, vulnera el derecho de libre 
desarrollo de la personalidad. 
 
Justificación: El establecimiento de la comunidad de bienes en forma predeterminada para el 
concubinato impide a sus integrantes elegir libremente a qué régimen se quieren someter, por lo 
que supone una medida desproporcional frente al derecho de libre desarrollo de la personalidad, 
conforme al cual toda persona tiene derecho a elegir de forma libre y autónoma su proyecto de 
vida, esto es, la manera en que logrará las metas y los objetivos. En ese contexto, la persona soltera 
tiene derecho a decidir de manera independiente vivir en pareja, y en ese supuesto, puede hacerlo 
a través del concubinato, que como una de las formas de familia, es una unión de hecho de dos 
personas que voluntariamente deciden hacer una vida en común, cuya unión fáctica –una vez 
cumplidos ciertos requisitos– tiene consecuencias jurídicas en aras de proteger a los concubinos –
durante el concubinato y, de ser el caso, su terminación– y a su familia. En ese sentido, se considera 
excesivo que la norma en análisis imponga como única opción, sin tomar en consideración la 
autonomía de la voluntad de los concubinos, un régimen patrimonial de comunidad de bienes, pues 
si bien el legislador cuenta con facultades para establecer medidas para la protección de la familia, 
ello no debe implicar una distinción arbitraria en torno a las consecuencias patrimoniales del 
concubinato, sin permitir a sus integrantes elegir entre la separación de bienes o su comunidad 
sociedad conyugal, tal como ocurre en el matrimonio. Sin embargo, no se desconoce que para 
alcanzar los fines del derecho de protección a la familia, el concubinato, como una de sus formas, 
implica consecuencias para sus integrantes; por ello, el respeto a su derecho de disponer de su 
patrimonio, no implica que nunca estén constreñidos a cumplir con ciertas obligaciones como la de 
dar alimentos o indemnizarse, y dado el caso, velar por el sano desarrollo de los menores que hayan 
procreado dentro de su unión. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 3937/2020. 2 de febrero de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma 
Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto aclaratorio, y Ana Margarita 
Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Claudia 
Lissette Montaño Mendoza. 
 
Tesis de jurisprudencia 41/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de cuatro de mayo de dos mil veintidós.  
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Esta tesis se publicó el viernes 13 de mayo de 2022 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de mayo de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024608  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 13 de mayo de 2022 10:18 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: 1a./J. 32/2022 (11a.)  
 
PRISIÓN PREVENTIVA OFICIOSA. PROCEDE REVISAR SU DURACIÓN EN EL PLAZO DE DOS AÑOS, A 
QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 20, APARTADO B, FRACCIÓN IX, CONSTITUCIONAL Y, EN SU CASO, 
DETERMINAR SI CESA O SE PROLONGA SU APLICACIÓN. 
 
Hechos: Una persona fue vinculada a proceso por el delito de privación de la libertad para cometer 
el delito de robo; consecuentemente, se le impuso como medida cautelar prisión preventiva 
oficiosa. Durante el desarrollo del procedimiento, la defensa solicitó audiencia para debatir el cese 
y sustitución de la medida cautelar, al haber transcurrido más de dos años sin que le fuera dictada 
sentencia; la Jueza de Control determinó negar la petición, lo que fue confirmado en apelación. En 
contra de la anterior determinación, la defensa promovió juicio de amparo indirecto, el cual se negó 
por el Tribunal Unitario de Amparo bajo el argumento de que no puede analizarse el párrafo 
segundo, de la fracción IX, apartado B, del artículo 20 de la Constitución General sin considerar lo 
que a su vez establece el diverso 19 del mismo ordenamiento, respecto a tal medida excepcional y 
la justificación de la prisión preventiva oficiosa, cuya imposición obedece a diversos factores tales 
como el tipo de delito cometido y los medios comisivos. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que de la 
exposición de motivos que permite conocer el origen causal de la creación de la prisión preventiva 
oficiosa, prevista en el artículo 19 constitucional, así como de la interpretación que esta Primera 
Sala ha fijado respecto al artículo 20, apartado B, fracción IX, constitucional, no se advierte 
impedimento constitucional o legal alguno para que la prisión preventiva, impuesta oficiosamente 
por un Juez de Control en el sistema penal acusatorio, pueda ser revisada en el plazo de dos años 
posterior a su aplicación, para el efecto de que dicha autoridad determine su cese o prolongación. 
 
Justificación: Bajo el entendimiento de que la prisión preventiva oficiosa es una restricción 
constitucional a la libertad personal, que bajo la normatividad internacional debe ser una medida 
excepcional para su imposición, se puede afirmar que ni el legislador de la Constitución ni el 
legislador ordinario propiciaron distinción alguna de aquella figura en cuanto a la posibilidad de su 
revisión, cese o prolongación, a los dos años de su imposición. Por tanto, en caso de que el plazo de 
duración de la prisión preventiva oficiosa deba prolongarse, esta decisión de la autoridad 
jurisdiccional deberá estar sujeta a un escrutinio elevado en justificación, que evitará que esta 
medida cautelar se extienda innecesariamente. De conformidad con los estándares internacionales 
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y los precedentes emitidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para realizar este 
escrutinio, las autoridades respectivas tomarán en cuenta tres elementos: a) la complejidad del 
asunto; b) la actividad procesal del interesado; y, c) la conducta de las autoridades. En el entendido 
de que corresponde al Fiscal la carga de probar ante la autoridad judicial que, en el caso concreto, 
se actualizan dichos elementos, esto es, que el asunto es complejo, que la actividad procesal del 
interesado es la detonante de la dilación para la culminación del proceso y que la conducta de las 
autoridades ha sido diligente en la conducción del proceso. Y, en su caso, el Ministerio Público 
deberá acreditar la necesidad de que continúe la medida cautelar. La consecuencia de no demostrar 
debidamente lo anterior, será el cese de la prisión preventiva oficiosa y dará lugar, entonces, a que 
se debata en la audiencia respectiva la imposición de otra u otras de las medidas cautelares que 
prevé el artículo 155 del Código Nacional de Procedimientos Penales, todo ello conforme a lo 
establecido en el artículo 161 y demás aplicables de dicho código procesal. La prisión preventiva (en 
cualquier modalidad) es profundamente restrictiva del derecho a la libertad personal de los 
imputados en el proceso penal acusatorio y, por tanto, debe ser revisable. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 315/2021. 9 de febrero de 2022. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y la 
Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien formuló 
voto particular. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Rosalba 
Rodríguez Mireles. 
 
Tesis de jurisprudencia 32/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintisiete de abril de dos mil veintidós.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de mayo de 2022 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de mayo de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024606  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 13 de mayo de 2022 10:18 h  

Materia(s): (Penal, Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 45/2022 (11a.)  
 
PROCEDIMIENTO ABREVIADO. LOS ARTÍCULOS 201, FRACCIÓN I, 202, PÁRRAFO PRIMERO, Y 205, 
PÁRRAFO PRIMERO, DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES QUE ESTABLECEN 
QUE SÓLO EL MINISTERIO PÚBLICO PUEDE SOLICITARLO, NO TRANSGREDEN EL DERECHO DE 
ACCESO A LA JUSTICIA EN SU VERTIENTE RESTAURATIVA. 
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Hechos: Una Jueza de Control consideró improcedente la apertura del procedimiento abreviado 
solicitada por la defensa de un imputado, porque los artículos 201, 202 y 205 del Código Nacional 
de Procedimientos Penales establecen que debe pedirlo el Ministerio Público. Posteriormente, un 
Juez de Distrito sobreseyó en el juicio de amparo indirecto en el que se cuestionó la 
constitucionalidad de dichos preceptos, pero el Tribunal Colegiado de Circuito que conoció del 
recurso de revisión respectivo levantó el sobreseimiento y ordenó remitir los autos a la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación para que resolviera los temas relativos a su competencia originaria. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que los 
artículos 201, fracción I, 202, párrafo primero, y 205, párrafo primero, del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, al establecer que corresponde únicamente al Ministerio Público solicitar el 
procedimiento abreviado, no transgreden el derecho de acceso a la justicia en su vertiente 
restaurativa. 
 
Justificación: La interpretación sistemática de los artículos 17, párrafo quinto, y 20, apartado A, 
fracción VII, constitucionales, revela que el procedimiento abreviado tiene una doble función en el 
sistema penal acusatorio y oral: instrumental y de garantía. Su función instrumental consiste en 
despresurizar las altas cargas de trabajo de los órganos jurisdiccionales; mientras que su función de 
garantía obedece a que se erige como un mecanismo de acceso a la justicia restaurativa. Esta 
circunstancia denota que el procedimiento abreviado no es un derecho en sí mismo, sino una 
institución procesal diseñada para hacer más eficiente el sistema y materializar la justicia 
restaurativa, por lo que el derecho que subyace es el de acceso a la justicia en su vertiente 
restaurativa, el que se verá afectado en la medida en que se impida u obstaculice injustificadamente 
acudir al mismo. Así, la circunstancia de que en los artículos 201, fracción I, 202, párrafo primero, y 
205, párrafo primero, del Código Nacional de Procedimientos Penales, se faculte únicamente al 
Ministerio Público para solicitarlo al Juez de Control, no obstaculiza ni impide el acceso a una justicia 
restaurativa, pues lo relevante en el procedimiento abreviado no es la función del Juez de Control –
que consiste en verificar que se cumplan las características que le dan validez–, sino el acuerdo al 
que lleguen las partes respecto a la reparación del daño y la reducción de la pena a imponer –el cual 
no corresponde modular al Juez de Control–, por lo que tal solicitud se reduce a una simple 
notificación de que se alcanzó un acuerdo, de lo que se sigue que resulta irrelevante quién la formule 
para efectos de ejercer el derecho de acceso a una justicia restaurativa. Lo realmente trascendente 
es que exista un panorama que permita el acercamiento de las partes a fin de que puedan llegar a 
un acuerdo, el que se encuentra salvaguardado por los artículos 117, fracción X, y 131, fracción XVIII, 
del Código Nacional de Procedimientos Penales, en tanto establecen que ambas partes, defensa y 
acusador, deben estar dispuestos a negociar la posibilidad de acudir al procedimiento abreviado. 
Además, el hecho de que se establezca que corresponde al Ministerio Público solicitarlo, lejos de 
obstaculizar el acceso al mismo, lo agiliza, en tanto que permite que en la solicitud respectiva se 
fijen las bases necesarias para verificar la aceptación informada por parte del implicado respecto a 
resolver el conflicto de esa manera y sus consecuencias, esto es, la acusación, los datos de prueba 
que la sustentan, las penas y el monto de la reparación del daño. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 100/2021. Edgar Noel Ayala Mata. 1 de diciembre de 2021. Cinco votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
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Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Ricardo 
Monterrosas Castorena. 
 
Tesis de jurisprudencia 45/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de cuatro de mayo de dos mil veintidós.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de mayo de 2022 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de mayo de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024601  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 13 de mayo de 2022 10:18 h  

Materia(s): (Constitucional, Civil)  

Tesis: 1a./J. 36/2022 (11a.)  
 
PENSIÓN ALIMENTICIA. SU CUANTIFICACIÓN DEBE REALIZARSE CON PERSPECTIVA DE GÉNERO, 
TOMANDO EN CONSIDERACIÓN EL PRINCIPIO DE VIDA DIGNA Y DECOROSA. 
 
Hechos: Una mujer demandó a su cónyuge el pago de una pensión alimenticia. En primera instancia 
el Juez condenó al demandado al pago por el equivalente al 15 % (quince por ciento) de sus ingresos 
ordinarios y extraordinarios. Inconforme con el porcentaje, la actora interpuso recurso de apelación 
pues consideró que la pensión se otorgó de manera deficiente al tomarse en cuenta sólo los 
elementos económicos y no los factores sociales. La Sala responsable modificó la sentencia recurrida 
e incrementó el porcentaje al 20 % (veinte por ciento) de los ingresos del cónyuge. Inconforme con 
dicho monto, la apelante promovió juicio de amparo directo, el cual le fue negado, motivo por el 
cual interpuso recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que para 
fijar el monto de la pensión alimenticia, además de la capacidad y necesidad de las partes, es 
necesario tomar en consideración los factores sociales y económicos que incidieron en el núcleo 
familiar, así como reconocer la particular situación de desventaja en la cual históricamente se han 
encontrado las mujeres. 
 
Justificación: El derecho humano a recibir justicia bajo un método con perspectiva de género deriva 
de los artículos 1o. y 4o., párrafo primero, de la Constitución General. Por su parte, la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos establece en su artículo 25, numeral 1, que las personas tienen 
derecho a recibir alimentos, vestido, vivienda y asistencia médica, tomando como parámetro un 
nivel de vida adecuado. Así, establecer el monto de la pensión alimenticia considerando 
exclusivamente factores económicos vulnera el principio de vida digna y decorosa; de ahí que al 
juzgar con perspectiva de género se deben tomar en consideración las condiciones sociales y 
económicas en las que se desarrolló la familia, en especial al momento de fijar el monto de la 
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pensión alimenticia. Sin que dicha pensión se limite a las necesidades de mera subsistencia de la 
persona acreedora, sino que debe adecuarse a la situación económica a la que se encuentra 
acostumbrada, ya que su finalidad es garantizar una vida digna y decorosa al acreedor alimentario. 
Por lo que los juzgadores deben prestar especial atención a los elementos contextuales del núcleo 
familiar. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 7098/2019. 20 de octubre de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma 
Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, pero se aparta de los párrafos sesenta y siete, 
sesenta y ocho, setenta y ocho, ochenta y nueve, noventa y dos, noventa y ocho y cien, y Ana 
Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretario: Fernando Sosa Pastrana. 
 
Tesis de jurisprudencia 36/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintisiete de abril de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de mayo de 2022 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de mayo de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024599  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 13 de mayo de 2022 10:18 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: 1a./J. 2/2022 (10a.)  
 
PENSIÓN ALIMENTICIA. LA PROCREACIÓN DE UN HIJO(A) NO ES SUFICIENTE PARA ACREDITAR LA 
FALTA DE NECESIDAD DE LA PARTE ACREEDORA ALIMENTARIA. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito sostuvieron posturas divergentes respecto a si la 
procreación de un hijo(a) es suficiente para justificar la falta de necesidad de una persona acreedora 
alimentaria y, por ende, cancelar o suspender el pago de alimentos a su favor. Mientras que uno de 
los Tribunales Colegiados determinó que la procreación de un hijo(a) es suficiente para demostrar 
que la persona acreedora alimentaria cuenta con las capacidades y posibilidades necesarias para 
satisfacer autónomamente sus propias necesidades, así como las de sus hijos(as), el otro tribunal 
concluyó que la procreación no es un hecho que en sí mismo demuestre que ha dejado de necesitar 
los alimentos a su favor. Este último consideró que quien solicite la cancelación de la pensión 
alimenticia tiene la carga de demostrar fehacientemente la falta de necesidad alimentaria de su 
contraparte acreedora. Asimismo, sostuvo que, aunque la persona acreedora alimentaria sea mayor 
de edad, su derecho a recibir alimentos puede extenderse hasta la obtención de un título 
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profesional que le permita ejercer una profesión, siempre y cuando no deje pasar un tiempo 
considerable sin llevar a cabo las acciones necesarias para obtener algún título o certificado que le 
permita obtener un empleo. 
 
Criterio jurídico: La procreación de un hijo(a) no es un hecho suficiente para acreditar que la persona 
acreedora alimentaria ha dejado de necesitar alimentos y que puede satisfacer por sí misma todas 
sus necesidades alimentarias. 
 
Justificación: La obligación de dar y el derecho a recibir alimentos es un derecho fundamental que 
tiene como base un interés público sostenido en tres principios: el de proporcionalidad, el de 
necesidad y el de solidaridad familiar. Desde la perspectiva de estos dos últimos principios, el interés 
público de la familia consiste en que ésta funcione como un ámbito inmediato que, mediante la 
satisfacción de necesidades básicas, permita el libre y sano desarrollo de las personas que la 
conforman. Por lo tanto, debido a que el derecho de alimentos responde a la obligación estatal de 
garantizar dicho interés público, el principio de necesidad no puede ser desvirtuado únicamente a 
partir de presunciones. Existe un interés del Estado, conforme a los artículos 1o. y 4o. de la 
Constitución de velar por que la cancelación o la improcedencia de las pensiones alimentarias no 
estén basadas en juicios de valor o especulaciones. Cuando la parte deudora de alimentos solicita 
la cancelación de la pensión alimenticia –o bien, exige su improcedencia como excepción en la 
contestación de la demanda– a causa de que su contraparte acreedora ha procreado un hijo(a), 
debe acreditar fehacientemente que esta última ya no necesita alimentos y puede satisfacer sus 
necesidades por sí misma. Ahora bien, si quien resultara afectada por la cancelación o la 
improcedencia de la pensión alimenticia es la madre, la autoridad judicial –conforme lo ordenan los 
artículos 1o. y 4o. de la Constitución– debe llevar a cabo un juicio con perspectiva de género, cuya 
finalidad será examinar si dicha cancelación o improcedencia no agravará su situación a causa de 
desventajas estructurales relacionadas con las labores de crianza; las cuales, la mayoría de las veces, 
son desempeñadas exclusivamente por mujeres. En todo momento deberán evitarse juicios de valor 
discriminatorios sobre cuáles son las supuestas condiciones ideales o los supuestos momentos 
adecuados para ser madre o procrear un hijo(a). La autoridad judicial, además de valorar el material 
probatorio ofrecido por la parte deudora, debe analizar el caso en su contexto, es decir, tomará en 
cuenta las circunstancias particulares de la parte acreedora como, por ejemplo, si se encuentra 
estudiando un grado acorde a su edad o si está llevando a cabo las gestiones necesarias para obtener 
un empleo que le permita velar por su propia subsistencia. Aunado a lo anterior, es obligación de la 
autoridad judicial emplear todas las herramientas interpretativas disponibles para prever si la 
cancelación o declaración de improcedencia de la pensión alimenticia representaría un obstáculo 
para que la persona acreedora alimentaria lleve a cabo las acciones necesarias a fin de que, en un 
futuro, pueda satisfacer sus propias necesidades, así como las de sus hijos(as). Al momento de 
ponderar las circunstancias del caso –en especial, a aquella que se refiere a que los deudores 
alimentarios mayores de edad deben de estar cursando una carrera o certificación de acuerdo con 
su edad– las y los Jueces pueden poner límites al monto o duración de la pensión para evitar que el 
pago de la pensión se convierta en una responsabilidad subsidiaria de los abuelos para satisfacer las 
necesidades de sus nietos, conforme a la tesis jurisprudencial de rubro: "OBLIGACIÓN SUBSIDIARIA 
ALIMENTICIA A CARGO DE LOS ASCENDIENTES EN SEGUNDO GRADO (ABUELOS). SE ACTUALIZA EN 
LAS LÍNEAS PATERNA Y MATERNA, SÓLO ANTE LA FALTA O IMPOSIBILIDAD DE AMBOS 
PROGENITORES." 
 
PRIMERA SALA. 
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Contradicción de tesis 216/2019. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Séptimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, con residencia en 
Nezahualcóyotl, Estado de México. 4 de noviembre de 2020. Cinco votos de las Ministras Norma 
Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido apartándose de algunas consideraciones, y Ana 
Margarita Ríos Farjat, quien está con el sentido apartándose de algunas consideraciones, y los 
Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez 
De Sollano. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 69/2015 (10a.) citada, se publicó en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 24, noviembre 2015, Tomo I, página 756, con número 
de registro digital: 2010474. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al resolver el 
amparo directo 786/2018, en el que consideró que la procreación de un hijo es un elemento que 
permite a Jueces y Juezas concluir que el acreedor alimentario ya no necesita del pago de una 
pensión alimenticia para satisfacer sus necesidades; y, 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, con residencia en 
Nezahualcóyotl, Estado de México, al resolver el amparo directo 805/2017, en el que sostuvo que 
la procreación de un hijo no era un hecho suficiente para tener por demostrado que el acreedor 
alimentario ha dejado de necesitar alimentos; más bien, el deudor alimentario que pretende 
cancelar el pago de la pensión alimenticia tiene la carga de la prueba de demostrar que el acreedor 
alimentario ha dejado de necesitar dicha pensión, sobre todo si el acreedor aún está realizando los 
estudios que le permitirán ejercer una profesión en el futuro. 
 
Tesis de jurisprudencia 2/2022 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de treinta de marzo de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de mayo de 2022 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de mayo de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024579  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 13 de mayo de 2022 10:18 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: 1a. VII/2022 (11a.)  
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DERECHOS DE AUTOR. LA INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS Y PERJUICIOS DE AL MENOS EL 40% 
(CUARENTA POR CIENTO) DEL PRECIO DE VENTA DEL PRODUCTO O SERVICIO PRESTADO, 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 216 BIS DE LA LEY FEDERAL DE LA MATERIA, SE DEBE CUANTIFICAR A 
PARTIR DE TODOS LOS INGRESOS RELACIONADOS CON LA VIOLACIÓN AL DERECHO DE AUTOR. 
 
Hechos: Una empresa propietaria de una discoteca fue condenada en primera y segunda instancias 
a pagar una indemnización por daños y perjuicios, ya que ejecutó obras musicales dentro de su 
establecimiento sin el pago de regalías. La empresa promovió un juicio de amparo directo en el que 
planteó la inconstitucionalidad del artículo 216 bis de la Ley Federal del Derecho de Autor, al 
considerar que transgrede el principio de seguridad jurídica, toda vez que no era claro respecto a 
cuáles ingresos se debía aplicar el porcentaje de indemnización. 
 
Criterio jurídico: La indemnización de al menos el 40% (cuarenta por ciento) del precio de venta del 
producto o servicio prestado, prevista en el artículo 216 bis de la Ley Federal del Derecho de Autor, 
debe calcularse a partir de todos aquellos beneficios económicos que se obtienen con violación al 
derecho de autor. 
 
Justificación: El artículo 216 bis de la Ley Federal del Derecho de Autor establece que la 
indemnización por daños y perjuicios en ningún caso será inferior al 40% (cuarenta por ciento) del 
precio de venta al público del producto original o de la prestación original de cualquier tipo de 
servicios que impliquen violación al derecho de las personas autoras. En el caso de los servicios, para 
determinar el precio de venta al público deben cuantificarse todos aquellos elementos que 
convergen en la violación a los derechos autorales cuando la parte infractora obtuvo un lucro directo 
o indirecto a partir de la obra protegida. La razón es que un servicio que comunica obras protegidas 
por el derecho de autor, como son las discotecas, lo realiza con el objeto de obtener una ventaja o 
atractivo adicional a la actividad preponderante. Así, la indemnización debe cuantificarse respecto 
del total de los ingresos relacionados con la violación al derecho de autor que se obtienen con 
motivo de la ejecución de música protegida, incluidos, entre otros, por la venta de bebidas y 
alimentos en un establecimiento. Lo anterior, pues en el caso de determinados comercios que 
utilizan la reproducción de obras musicales, lo hacen para obtener una ventaja o atractivo 
complementario para que sus clientes consuman diversos productos en su interior. Esto, aunado a 
que la actividad preponderante del establecimiento es precisamente el entretenimiento mediante 
la reproducción de obras musicales respecto de las cuales se deben pagar las regalías 
correspondientes. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 4869/2019. Operadora Pabellón Bosques, S.A. de C.V. 17 de noviembre 
de 2021. Mayoría de tres votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y la Ministra Ana 
Margarita Ríos Farjat. Disidentes: Ministra Norma Lucía Piña Hernández y Ministro Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quienes formularon voto particular. Ponente: Ministra Presidenta Ana 
Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Juan Jaime González Varas y Ricardo Martínez Herrera. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de mayo de 2022 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Undécima Época  

Registro: 2024578  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 13 de mayo de 2022 10:18 h  

Materia(s): (Civil, Constitucional)  

Tesis: 1a. VIII/2022 (11a.)  
 
DERECHOS DE AUTOR. LA INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS Y PERJUICIOS DE AL MENOS EL 40% 
(CUARENTA POR CIENTO) DEL PRECIO DE VENTA DEL PRODUCTO O SERVICIO PRESTADO, 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 216 BIS DE LA LEY FEDERAL DE LA MATERIA, NO ES CONTRARIA AL 
PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA. 
 
Hechos: Una empresa propietaria de una discoteca fue condenada en primera y segunda instancias 
a pagar una indemnización por daños y perjuicios, ya que ejecutó obras musicales dentro de su 
establecimiento sin el pago de regalías. La empresa promovió un juicio de amparo directo en el que 
planteó la inconstitucionalidad del artículo 216 bis de la Ley Federal del Derecho de Autor, al 
considerar que transgrede el principio de seguridad jurídica, ya que no prevé parámetros ni bases 
para determinar el monto de la indemnización. 
 
Criterio jurídico: La indemnización de al menos el 40% (cuarenta por ciento) del precio de venta del 
producto o servicio prestado, prevista en el artículo 216 bis de la Ley Federal del Derecho de Autor, 
no es contraria al principio de seguridad jurídica, ya que el precepto define el método para 
determinarla. 
 
Justificación: El artículo 216 bis de la Ley Federal del Derecho de Autor establece que la 
indemnización por daños y perjuicios en ningún caso será inferior al 40% (cuarenta por ciento) "del 
precio de venta al público del producto" o de "la prestación original de cualquier tipo de servicios". 
Asimismo, establece que sólo en caso de no poder determinar el precio de venta, se acudirá a la 
opinión de peritos; de ahí que en los supuestos donde no se trata de productos, sino de servicios 
que se prestan violando el derecho de las personas autoras, se debe contemplar lo siguiente: i) 
tomar en cuenta todos aquellos beneficios económicos que obtuvo la parte infractora 
aprovechando las ventajas o atractivo adicional que generó el uso o comunicación pública de obras 
protegidas por el derecho de autor (lucro indirecto); y ii) en caso de no poder fijarse el precio de 
venta del servicio original, acudir a la opinión de peritos para determinar ese precio y aplicar el 
porcentaje de indemnización. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 4869/2019. Operadora Pabellón Bosques, S.A. de C.V. 17 de noviembre 
de 2021. Mayoría de tres votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y la Ministra Ana 
Margarita Ríos Farjat. Disidentes: Ministra Norma Lucía Piña Hernández y Ministro Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quienes formularon voto particular. Ponente: Ministra Presidenta Ana 
Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Juan Jaime González Varas y Ricardo Martínez Herrera. 
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Esta tesis se publicó el viernes 13 de mayo de 2022 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024576  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 13 de mayo de 2022 10:18 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: 1a. XX/2022 (10a.)  
 
DERECHO DE ASISTENCIA CONSULAR EN MATERIA CIVIL. LA PERSONA EXTRANJERA PUEDE 
EJERCERLO LIBREMENTE ANTE SU CONSULADO, SIN QUE EXISTA OBLIGACIÓN PARA EL JUZGADOR 
DE PONERLOS EN CONTACTO [ARTÍCULOS 36, NUMERAL 1, INCISO A), Y 5, INCISO E), DE LA 
CONVENCIÓN DE VIENA SOBRE RELACIONES CONSULARES]. 
 
Hechos: Una persona extranjera promovió amparo directo en el que adujo que en el juicio civil de 
origen en el que fue codemandada, el juzgador no le reconoció el derecho a la notificación, contacto 
y asistencia consular, en la forma en que para los casos de arresto, detención o prisión preventiva 
establece la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares. El Tribunal Colegiado de Circuito del 
conocimiento negó el amparo solicitado, esta resolución fue recurrida en revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera a la 
asistencia consular como un derecho fundamental que debe ser respetado a toda persona 
extranjera; así, en el ámbito de la materia penal lo ha reconocido como el derecho a la notificación, 
contacto y asistencia consular, establecido en el artículo 36, numeral 1, inciso b), de la Convención 
de Viena sobre Relaciones Consulares, en cuyos términos las autoridades del Estado receptor están 
obligadas a informarle a la persona extranjera detenida de los derechos que la precitada Convención 
le reconoce; sin embargo, en materia civil cuando el juzgador advierte que la persona demandada 
es extranjera, no está obligado a preguntarle si es su deseo ponerse en contacto con el Consulado 
de su país y, de ser así, notificarlo a este último. Lo anterior, porque al encontrarse involucrada en 
un procedimiento jurisdiccional en el que no se le privó de su libertad, la persona extranjera se 
encuentra en aptitud de contactar por sí misma a los funcionarios consulares y entrevistarse con 
ellos a efecto de solicitarles asistencia. 
 
Justificación: El artículo 36, numeral 1, inciso a), de la Convención de Viena sobre Relaciones 
Consulares, establece el derecho a la libre comunicación entre los funcionarios consulares y los 
nacionales del Estado que lo envía; y el diverso 5, inciso e), de la propia Convención, prevé entre las 
funciones consulares la de prestar ayuda y asistencia a los nacionales del Estado que envía. De 
manera que toda persona extranjera que participa en un asunto de naturaleza civil, al encontrarse 
en libertad, tiene la posibilidad de pedir directamente, la asistencia consular que requiera. 
 
PRIMERA SALA. 
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Amparo directo en revisión 5876/2019. Renata López Masiarova o Renáta Mäsiarová. 18 de 
noviembre de 2020. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos 
Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Claudia 
Lissette Montaño Mendoza. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de mayo de 2022 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024573  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 13 de mayo de 2022 10:18 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: 1a./J. 30/2022 (11a.)  
 
DONACIONES ENTRE CONSORTES. SE PERFECCIONAN HASTA LA MUERTE DEL CÓNYUGE DONANTE 
DE ACUERDO CON LA INTERPRETACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 232 Y 233 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL 
ESTADO DE NUEVO LEÓN. 
 
Hechos: Un esposo donó un bien inmueble a su esposa, quien a su vez aportó ese inmueble al 
patrimonio de un fideicomiso. Posteriormente el donante tramitó la revocación de la donación ante 
notario y, a través de un juicio ordinario mercantil reclamó la nulidad de la aportación que respecto 
a dicho inmueble había hecho su consorte. El órgano jurisdiccional de origen declaró procedente la 
nulidad reclamada y esta decisión fue revocada por la Sala de apelación. El juicio de amparo directo 
promovido en contra de la sentencia de segunda instancia fue atraído por esta Suprema Corte. 
 
Criterio jurídico: Los artículos 232 y 233 del Código Civil para el Estado de Nuevo León, que regulan 
la donación entre consortes, permite concluir que la donación se perfecciona con la muerte de la 
persona donante. Por lo tanto, su revocación puede darse sin expresión de causa, ya que es hasta 
el momento de la muerte cuando ocurre el traslado del dominio del bien donado. 
 
Justificación: El Código Civil de Nuevo León prevé las condiciones a que está sujeto el contrato de 
donación entre consortes, lo cual brinda plena certeza a las personas donante y donataria sobre el 
momento en el cual se confirman las transferencias de bienes respectivos, los límites para dicha 
confirmación, así como la posibilidad de que el donante revoque la donación en cualquier tiempo y 
sin necesidad de expresar causa alguna para ello. A diferencia de lo que sucede con las donaciones 
en general que se perfeccionan desde que la persona donataria la acepta y hace saber la aceptación 
al donador, las donaciones entre consortes sólo se perfeccionan con la muerte del donante, de 
conformidad con el referido artículo 232 del Código Civil para el Estado de Nuevo León. De esta 
manera, el incremento patrimonial respectivo por mandato expreso del legislador sólo puede verse 
confirmado con la muerte del donante, y es justo por ello que el artículo 233 del referido 
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ordenamiento encuentra su racionalidad de permitir que la donación respectiva pueda ser revocada 
en cualquier momento y sin necesidad de expresar una causa que lo justifique. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo 31/2020. Roger Eugenio Morales Banuet. 1 de septiembre de 2021. Cinco votos de 
las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, pero se separa de los párrafos 
treinta y siete, treinta y nueve, ciento veintidós, ciento veintitrés, y del ciento treinta al ciento 
treinta y nueve; y formuló voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: Irlanda Denisse Ávalos Núñez. 
 
Tesis de jurisprudencia 30/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintisiete de abril de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de mayo de 2022 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de mayo de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024542  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 13 de mayo de 2022 10:18 h  

Materia(s): (Civil, Constitucional)  

Tesis: 1a. V/2022 (11a.)  
 
ACCIONES COLECTIVAS. LA EXIGENCIA A LOS CONSUMIDORES PARA QUE DEMUESTREN 
INDIVIDUALMENTE EL ALCANCE DE LOS DAÑOS QUE SUFRIERON Y SU IMPORTE, ES UNA MEDIDA 
DESPROPORCIONADA QUE OBSTACULIZA EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. 
 
Hechos: Una empresa de telefonía tuvo múltiples fallas en el suministro de su servicio telefónico y 
afectó a varios usuarios, por lo que la Procuraduría Federal del Consumidor (Profeco), en 
representación de las y los consumidores, demandó el pago de daños y perjuicios a la empresa 
telefónica; seguido el procedimiento legal correspondiente y con motivo de la concesión del amparo 
a las demandadas, se modificó la sentencia de primer grado para determinar que corresponde a 
cada consumidor probar, además de la relación contractual y haber pagado la contraprestación por 
el servicio, las fallas que tuvieron en cierto periodo y su importe, conforme al artículo 81 del Código 
Federal de Procedimientos Civiles. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que exigir 
que las personas perjudicadas en las acciones colectivas demuestren individualmente el alcance de 
los daños y su importe, es una medida desproporcionada que obstaculiza el derecho de acceso a la 
justicia. 
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Justificación: Ordenar a los consumidores perjudicados en las acciones colectivas que demuestren 
individualmente los daños y perjuicios que sufrieron, vulnera el derecho de acceso a la justicia, 
particularmente al momento de la ejecución de sentencia. Lo anterior es así, porque los alcances de 
esa carga son tan desproporcionados que dificultan o incluso inhiben la promoción del incidente 
para la obtención de un resarcimiento adecuado. En el caso, la acreditación del daño y su importe 
quedarán a cargo de la Profeco, ya que ésta es la institución más adecuada para representar a la 
colectividad afectada. Así, las y los usuarios sólo deberán acreditar que fueron consumidores de los 
servicios, ya que de esta manera se puede garantizar un correcto acceso a la justicia a todos aquellos 
que se encuentren en el supuesto de daño derivado del incumplimiento de un servicio. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 6667/2019. Procuraduría Federal del Consumidor. 9 de junio de 2021. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidentes: Ministra Norma Lucía Piña Hernández 
y Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, quienes formularon voto de minoría. Ponente: Ministro 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Mónica Cacho Maldonado y Fernando Sosa 
Pastrana. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de mayo de 2022 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024688  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 20 de mayo de 2022 10:25 h  

Materia(s): (Administrativa, Común)  

Tesis: 1a./J. 17/2022 (11a.)  
 
VÍCTIMAS POR VIOLACIONES A DERECHOS HUMANOS. LA SENTENCIA ESTIMATIVA DE AMPARO 
ES APTA PARA RECONOCER ESA CALIDAD A LA PARTE QUEJOSA, DE CONFORMIDAD CON LA LEY 
DE AMPARO Y LA LEY GENERAL DE VÍCTIMAS, PARA LOS EFECTOS ADMINISTRATIVOS 
CONDUCENTES. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron criterios distintos al 
analizar si el Juez de amparo está facultado para reconocer la calidad de víctima a la parte quejosa 
en el juicio de amparo; ya que mientras uno fundó su decisión en la falta de disposición expresa en 
este sentido en la Ley de Amparo, el otro sostuvo que ello es viable de conformidad con la Ley 
General de Víctimas. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que la 
sentencia estimativa de amparo tiene una doble función, ya que, por un lado, determina que la 



20 
 

persona quejosa es víctima por la violación a sus derechos humanos reconocidos y las garantías 
otorgadas en la Constitución General y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano 
sea Parte, la cual tendrá un efecto protector y reparador específico a nivel constitucional y, por otro, 
concede el reconocimiento necesario para proceder en los términos y para los efectos que señale 
la Ley General de Víctimas, ya que en la resolución se expone y demuestra el daño o menoscabo 
sufrido. 
 
Justificación: Si bien la Ley de Amparo no establece una definición expresa de la palabra víctima por 
violaciones a derechos humanos, lo cierto es que el concepto se infiere de lo que señalan, 
principalmente, sus artículos 1o., 73, 74 y 77, ya que el objetivo del juicio de amparo consiste en 
detectar y, en su caso, restituir a la persona que alega haber sufrido violaciones a sus derechos 
humanos reconocidos en la Constitución General y en los tratados internacionales de los que el 
Estado Mexicano sea Parte, siempre y cuando hubiere procedido la protección constitucional. En 
complemento a lo anterior, de los artículos 1, 4 y 6 de Ley General de Víctimas se desprende, en 
términos generales, que la "víctima" será aquella persona que acredita un daño o menoscabo 
(económico, físico, mental, emocional) o, en general, cualquiera puesta en peligro o lesión a sus 
bienes jurídicos o derechos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los 
que el Estado Mexicano sea Parte, con independencia de si la persona se encuentra en un proceso 
judicial o administrativo, ya sea por haber sido sujeto pasivo en un delito o por haber sido violados 
sus derechos humanos por alguna autoridad. Además, el artículo 110, fracción III, de la Ley General 
de Víctimas establece que el reconocimiento de la calidad de víctima para efectos de la ley relativa, 
se lleva a cabo, entre otros, a través de la determinación del Juez de amparo que tenga los 
elementos para acreditarlo, de lo que se obtiene que la Ley General de Víctimas advierte la 
competencia con que cuentan los juzgadores de amparo para reconocer, a través de sus 
determinaciones la calidad de víctima a la parte quejosa, exclusivamente cuando cuente con los 
elementos para acreditar esta circunstancia. De esta manera, la calidad de víctima no la adquiere la 
parte quejosa porque lo indique la Ley General de Víctimas, sino en virtud de lo que establecen 
tanto la Constitución General como la Ley de Amparo, ya que el juzgador constitucional cuenta con 
facultades y obligaciones para pronunciarse en torno a las transgresiones alegadas por la parte 
quejosa y, con base en ellas, determinar si ha sido víctima por violaciones a sus derechos humanos 
desde la función protectora del juicio de amparo; mientras que, a través de la Ley General de 
Víctimas, se reconoce a la sentencia judicial federal de amparo un valor relevante para sostener que 
la persona es víctima y a ser tratada, de ser el caso, como tal para los efectos correspondientes. Así, 
la sentencia estimativa de amparo tiene una doble función ya que por un lado, determina que la 
persona quejosa es víctima por la violación a sus derechos humanos reconocidos y las garantías 
otorgadas en la Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea 
Parte, la cual tendrá un efecto protector y reparador específico a nivel constitucional y, por otro, 
concede el reconocimiento necesario para proceder en los términos y para los efectos que señale 
la Ley General de Víctimas, ya que en la resolución se expone y demuestra el daño o menoscabo 
sufrido, pero sin prejuzgar los efectos que darán las autoridades administrativas correspondientes 
ni las reparaciones a que habrá lugar, si la quejosa opta por acudir a las instancias que prevé dicha 
ley. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Contradicción de tesis 440/2018. Entre las sustentadas por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Primer Circuito y el Décimo Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito. 2 de febrero de 2022. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan Luis González 
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Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su 
derecho para formular voto aclaratorio. Disidente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien 
reservó su derecho para formular voto particular relacionado con la inexistencia de la contradicción 
de tesis. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela Eleonora Cortés 
Araujo. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 257/2016, en el que estimó que de conformidad con la naturaleza y el objeto 
del juicio de amparo no es posible reconocer la calidad de víctima al gobernado conforme a las 
disposiciones de la Ley General de Víctimas; y, 
 
El sustentado por el Décimo Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, al resolver el amparo directo 323/2014, el cual dio origen a la tesis aislada I.18o.A.4 K (10a.), 
de título y subtítulo: "VÍCTIMA. ALCANCE DEL CONCEPTO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 4 DE LA LEY 
GENERAL DE VÍCTIMAS.", publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 13, diciembre de 2014, Tomo I, página 857, con número de registro digital: 2008181. 
 
Tesis de jurisprudencia 17/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintitrés de marzo de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de mayo de 2022 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de mayo de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024672  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 20 de mayo de 2022 10:25 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: 1a./J. 53/2022 (11a.)  

 
PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN EN EL PROCESO PENAL ACUSATORIO. SU VIOLACIÓN TIENE COMO 
CONSECUENCIA LA REPOSICIÓN TOTAL Y NO PARCIAL DE LA AUDIENCIA DE JUICIO ORAL, CON UN 
JUZGADOR QUE NO HAYA CONOCIDO DEL CASO PREVIAMENTE. 
 
Hechos: Una persona fue sentenciada por su plena responsabilidad en la comisión del delito de 
secuestro con complementación típica y punibilidad autónoma. Inconforme, interpuso recurso de 
apelación en el cual el Tribunal de Alzada modificó la sentencia impugnada. En desacuerdo, aquélla 
promovió juicio de amparo directo, en el cual el Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento 
advirtió la infracción al principio de inmediación dentro del proceso penal acusatorio, cuya audiencia 
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de juicio oral se había llevado desde hace más de cinco años a la presentación de la demanda, por 
un Juez diverso al que dictó la sentencia condenatoria. Por tal motivo, invocando los criterios 
emitidos por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, concedió el amparo para 
el efecto de que se repusiera de forma parcial la audiencia de juicio oral, a partir de la actuación en 
que el primer Juez dejó de conocer y fuera éste quien terminara de desahogar las pruebas restantes 
y emitiera sentencia. En el entendido de que, en caso de que el primer juzgador no pudiera culminar 
por causa justificada el juicio, debía reponerse la totalidad del procedimiento con un Juez que no 
hubiese conocido del asunto. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que acorde 
con la doctrina emitida por la propia Sala, la reposición del procedimiento que se ordene por 
infracción al principio de inmediación tiene como consecuencia repetir nuevamente la audiencia de 
juicio oral en su totalidad y con un juzgador que no haya conocido del caso previamente, pues con 
ello se podrá garantizar la imparcialidad judicial, evitando que el Juez esté contaminado con 
información que hubiera sido de su conocimiento. 
 
Justificación: La decisión del Tribunal Colegiado de Circuito de dar opciones a la autoridad 
responsable para reponer el procedimiento y que se lleve a cabo nuevamente la audiencia de juicio 
oral, al advertir la violación al principio de inmediación, se aleja de la doctrina emitida por esta 
Primera Sala, en la que de ninguna manera se contempló la posibilidad de que la repetición de la 
audiencia pudiera ser parcial, o bajo las condiciones que el órgano de amparo indicó. En la 
interpretación constitucional de dicho principio se evitó establecer supuestos de hasta qué punto 
de la audiencia de juicio podía o no reponerse, en caso de intervención de dos o más juzgadores, 
ello, en atención a que las condiciones de cada asunto son tan distintas que no resulta sano para el 
sistema ordenar una reposición "condicionada". Así, esta Sala fue enfática en señalar que la 
repetición de la audiencia "irremediablemente" debía llevarse a cabo ante la infracción al principio 
de inmediación, porque sin inmediación la sentencia condenatoria que se emita carece de fiabilidad, 
en tanto que no se habrá garantizado la debida formación de la prueba y, por ende, no habrá bases 
para considerar que el Juez dispuso de pruebas de cargo válidas para sentenciar. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 1644/2021. 13 de octubre de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma 
Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, pero por razones adicionales y se aparta de algunos 
párrafos, y Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y 
los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretaria: Rosalba 
Rodríguez Mireles. 
 
Tesis de jurisprudencia 53/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de once de mayo de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de mayo de 2022 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de mayo de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Época: Undécima Época  

Registro: 2024670  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 20 de mayo de 2022 10:25 h  

Materia(s): (Administrativa)  

Tesis: 1a./J. 52/2022 (11a.)  
 
PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN SANCIONATORIA EN MATERIA DE RESPONSABILIDADES 
ADMINISTRATIVAS. EL PLAZO PARA QUE OPERE SE INTERRUMPE HASTA QUE SE NOTIFIQUE LA 
ACTUACIÓN QUE GENERE DICHA INTERRUPCIÓN (INTERPRETACIÓN CONFORME DE LOS 
ARTÍCULOS 74, 100, 112 Y 113 DE LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS). 
 
Hechos: Una persona demandó el amparo y protección de la Justicia Federal en contra del párrafo 
tercero del artículo 74 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, entre otros actos. 
La Jueza de Distrito negó la protección constitucional. En contra de esta determinación, se interpuso 
recurso de revisión. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, partiendo de los 
mandatos previstos en el artículo 1o. constitucional, especialmente del principio pro persona, y de 
una interpretación conforme de los artículos 74, 100, 112 y 113 de la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas, concluye que los términos para que opere la prescripción a los 
que se refiere el artículo 74 citado, únicamente se entenderán interrumpidos hasta la fecha en que 
la autoridad administrativa notifique al probable responsable la actuación que genere esta 
interrupción, cualquiera que ésta sea (calificación de la conducta, admisión del informe de presunta 
responsabilidad o emplazamiento). 
 
Justificación: Esta Suprema Corte determina que resulta razonable que, en la etapa de investigación, 
la prescripción de la acción se interrumpa con la calificación de la conducta de grave o no grave, 
pues la finalidad de esta fase es averiguar si la actuación del servidor público posiblemente 
constituye una falta y de qué tipo; y que, en la segunda etapa, es decir, la de sustanciación, ello 
tenga lugar con motivo de la admisión del informe de presunta responsabilidad administrativa, pues 
el objetivo de esta etapa es la tramitación y sustanciación de un proceso que permita a la autoridad 
determinar si el servidor público investigado resulta responsable o no de las faltas que le atribuya 
la autoridad investigadora. Así, a fin de que éste tenga plena certeza de cuál es la actuación que 
genera la interrupción de la prescripción y el momento en que ésta tuvo lugar, la figura jurídica de 
referencia no se actualizará hasta tanto sea notificado al presunto infractor. Interpretación con la 
cual se tutela de mejor forma el principio de seguridad jurídica, en tanto asegura el conocimiento 
certero de cuándo la autoridad investigadora cumplió con su carga de ejercer las acciones en los 
términos y plazos que establece la Ley General de Responsabilidades Administrativas. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 269/2021. Ricardo Pavel Meza Pozos. 9 de marzo de 2022. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, y la Ministra Ana Margarita Ríos 
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Farjat. Ausente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Ministro Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretario: Pablo Francisco Muñoz Díaz. 
 
Tesis de jurisprudencia 52/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de once de mayo de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de mayo de 2022 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de mayo de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024667  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 20 de mayo de 2022 10:25 h  

Materia(s): (Común, Constitucional)  

Tesis: 1a. IX/2022 (11a.)  
 
PERSONAS CON LA CONDICIÓN DEL ESPECTRO AUTISTA. TIENEN DERECHO A EJERCER SU 
CAPACIDAD JURÍDICA PARA TOMAR SUS PROPIAS DECISIONES, O DE SER NECESARIO, CON 
ASISTENCIA RESPETANDO SU VOLUNTAD (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 10, FRACCIÓN XIX, DE 
LA LEY GENERAL PARA LA ATENCIÓN Y PROTECCIÓN A PERSONAS CON ESA CONDICIÓN). 
 
Hechos: Un grupo de personas con espectro autista impugnó la aprobación, expedición y 
promulgación de la Ley General para la Atención y Protección a Personas con la Condición del 
Espectro Autista, publicada en el Diario Oficial de la Federación el treinta de abril de dos mil quince, 
así como de los artículos 33, fracción IV Bis, y 41 de la Ley General de Educación, abrogada. El Juez 
de Distrito que conoció del asunto lo sobreseyó. En amparo en revisión, el Tribunal Colegiado de 
Circuito primero se declaró incompetente para conocerlo, luego declaró algunos sobreseimientos y 
finalmente determinó que carecía de competencia legal para resolver sobre la constitucionalidad 
de los artículos 10, fracciones IX, X y XIX, y 17, fracción VIII, de la ley primeramente citada y remitió 
el asunto a la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
artículo 10, fracción XIX, de la Ley General para la Atención y Protección a Personas con la Condición 
del Espectro Autista, que establece como derecho de las personas con esa condición el de tomar 
decisiones por sí o a través de sus padres o tutores para el ejercicio de sus legítimos derechos, debe 
interpretarse en el sentido de que deben tomar las decisiones "por sí" mismas o, de ser el caso, a 
través del modelo de asistencia en la toma de decisiones, y no como sustitución de la voluntad, por 
lo que en determinados casos se les puede asistir, brindándoles apoyos o salvaguardas necesarias, 
pero en vías de respetar su voluntad y preferencias. 
 
Justificación: Si bien esta Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha pronunciado sobre el modelo 
social de asistencia en la toma de decisiones, el cual entraña el pleno respeto a sus derechos, 
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voluntad y preferencias, es preciso reiterar el derecho de las personas con la condición del espectro 
autista a tomar sus propias decisiones. Así, en la Observación General Número 1 sobre el artículo 
12 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, sobre igual 
reconocimiento como persona ante la ley, el Comité sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad estableció que la capacidad jurídica es un atributo universal inherente a todas las 
personas en razón de su condición humana y debe defenderse para las personas con discapacidad 
en igualdad de condiciones con las demás, en tanto resulta indispensable para el ejercicio de los 
derechos humanos y adquiere una importancia especial cuando tienen que tomar decisiones 
fundamentales en lo que respecta a la salud, la educación y el trabajo. En esa tesitura, el hecho de 
que una persona tenga una discapacidad o una deficiencia no debe ser nunca motivo para negarle 
la capacidad jurídica ni ninguno de los derechos establecidos en el artículo 12 de referencia, para lo 
cual es imperativo que las personas con discapacidad tengan oportunidades de formar y expresar 
su voluntad y preferencias, a fin de vivir de forma independiente en la comunidad y tomar opciones 
y tener control sobre su vida diaria. Sobre el sistema de apoyos que derivan del artículo 12, numeral 
3, de dicha Convención, éstos están enfocados a facilitar la expresión de una voluntad libre y 
verdadera, y hacen referencia a todas aquellas medidas que son necesarias para ayudar a la persona 
con discapacidad, en general, a ejercer su capacidad jurídica en igualdad de condiciones que las 
demás personas. En esta línea el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la 
Organización de las Naciones Unidas (ONU) ha sostenido que el sistema de apoyos debe cumplir con 
cuatro elementos esenciales que pueden variar en función de las diferencias en las condiciones y 
los tipos de arreglos y servicios para prestar tales apoyos, y son: disponibilidad, accesibilidad, 
aceptabilidad y posibilidad de elección y control. Por tanto, la presente norma de carácter general 
permite ser evaluada en cada caso en concreto. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 415/2020. 1 de septiembre de 2021. Mayoría de tres votos de la Ministra Norma 
Lucía Piña Hernández, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto aclaratorio. Disidentes: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto particular, y Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien formuló voto particular en el 
sentido de que era necesaria la consulta previa a las personas con discapacidad por parte del 
Legislativo antes de expedir la ley impugnada; sin embargo, comparte las consideraciones 
establecidas en la presente tesis. Ponente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Jorge 
Francisco Calderón Gamboa. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de mayo de 2022 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024666  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 20 de mayo de 2022 10:25 h  

Materia(s): (Constitucional)  
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Tesis: 1a. X/2022 (11a.)  
 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD. TIENEN DERECHO A LA EDUCACIÓN INCLUSIVA DE CALIDAD Y 
CON LOS AJUSTES RAZONABLES (INTERPRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 10, FRACCIÓN IX, 
DE LA LEY GENERAL PARA LA ATENCIÓN Y PROTECCIÓN A PERSONAS CON LA CONDICIÓN DEL 
ESPECTRO AUTISTA). 
 
Hechos: Un grupo de personas con espectro autista impugnaron la aprobación, expedición y 
promulgación de la Ley General para la Atención y Protección a Personas con la Condición del 
Espectro Autista, publicada en el Diario Oficial de la Federación el treinta de abril de dos mil quince, 
así como de los artículos 33, fracción IV Bis, y 41 de la Ley General de Educación, abrogada. El Juez 
de Distrito que conoció del asunto lo sobreseyó. En amparo en revisión, el Tribunal Colegiado de 
Circuito primero se declaró incompetente para conocerlo, luego declaró algunos sobreseimientos y 
finalmente determinó que carecía de competencia legal para resolver sobre la constitucionalidad 
de los artículos 10, fracciones IX, X y XIX, y 17, fracción VIII, de la ley primeramente citada y remitió 
el asunto a la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
artículo 10, fracción IX, de la Ley General para la Atención y Protección a Personas con la Condición 
del Espectro Autista, que se refiere al derecho de las personas con la condición del espectro autista 
a recibir educación o capacitación basada en "criterios de integración e inclusión", debe 
interpretarse en torno al reconocimiento del derecho a la educación inclusiva de calidad, aplicables 
tanto al sector público como privado, a fin de integrar la accesibilidad y realizar los ajustes 
razonables necesarios, tomando en cuenta los cambios y las modificaciones que ello implica a los 
modelos de enseñanza tradicional, y de conformidad con los artículos 1o. y 3o. de la Constitución 
General y 24 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de la 
Organización de las Naciones Unidas (ONU) y su interpretación, entre otras fuentes internacionales. 
 
Justificación: En el concepto general de integración que expone el artículo 3 de la Ley General para 
la Atención y Protección a Personas con la Condición del Espectro Autista, se advierte una visión no 
sólo de "adaptación", sino también de "inclusión", al referirse a la integración a la vida social "al 
contar con las facilidades necesarias y acordes con su condición". Es decir, refleja una concepción, 
aunque limitada de la visión convencional, pero de lo que contemplan los ajustes razonables para 
que se alcance la inclusión y las posibilidades de una vida independiente como lo señala la norma. 
Frente a ello, no corresponde interpretar que por "criterio de integración" se refiere al mero intento 
de adaptación a los requisitos normalizados de las instituciones. Por lo que, atendiendo al sentido 
teleológico y sistemático de la norma, por "integración" se debe entender un criterio tendiente a 
garantizar la educación inclusiva de calidad. Así, la propia norma se refiere de manera conjunta a 
los criterios de integración e inclusión sin excluirse éstos entre sí. En este sentido, debe entenderse 
que se refiere al derecho a recibir una educación inclusiva de calidad en materia de discapacidad, 
de conformidad con el parámetro de constitucionalidad que ha reconocido esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación. Al respecto, el artículo 24 de la Convención sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad de la ONU establece el "derecho a la educación inclusiva de calidad". 
Particularmente, el Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de la ONU ha 
emitido la Observación General No. 4 (2016) sobre el derecho a la educación inclusiva, en la que ha 
sostenido, entre otras cuestiones, que se trata de "un derecho humano fundamental de todo 
alumno y es el principal medio para lograr sociedades inclusivas". Asimismo, dicho Comité se ha 
pronunciado sobre las diferencias entre exclusión, segregación, integración e inclusión, destacando 
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que la inclusión implica un proceso de reforma sistémica que conlleva cambios y modificaciones en 
el contenido, los métodos de enseñanza, los enfoques, las estructuras y las estrategias de la 
educación para superar los obstáculos con la visión de que todos los alumnos de los grupos de edad 
pertinentes tengan una experiencia de aprendizaje equitativa y participativa y el entorno que mejor 
corresponda a sus necesidades y preferencias. Asimismo, de conformidad con el artículo 24, párrafo 
2, apartado c), de la referida Convención, los Estados Parte deben "hacer los ajustes que sean 
razonables para que los alumnos tengan acceso a la educación en igualdad de condiciones con los 
demás". Los ajustes razonables "se refieren a una persona y son complementarios a la obligación 
relativa a la accesibilidad". No existe un enfoque único para los ajustes razonables, ya que 
"diferentes alumnos con la misma deficiencia pueden requerir ajustes diferentes". Por tanto, no es 
compatible el mantenimiento de dos sistemas de enseñanza: uno general y uno segregada o 
especial. Así, los Estados deben adoptar medidas urgentes para eliminar todas las formas de 
discriminación jurídica, administrativa y de otra índole que obstaculicen el derecho de acceso a la 
educación inclusiva. En similar sentido también se ha pronunciado el Relator Especial sobre el 
Derecho a la Educación, así como lo establecido en la Convención relativa a la Lucha contra las 
Discriminaciones en la Esfera de la Enseñanza de la Organización de las Naciones Unidas para la 
Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO). 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 415/2020. 1 de septiembre de 2021. Mayoría de tres votos de la Ministra Norma 
Lucía Piña Hernández, y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, 
quien formuló voto aclaratorio. Disidentes: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien 
formuló voto particular, y Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien formuló voto particular en el 
sentido de que era necesaria la consulta previa a las personas con discapacidad por parte del 
Legislativo antes de expedir la ley impugnada; sin embargo, comparte las consideraciones 
establecidas en la presente tesis. Ponente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Jorge 
Francisco Calderón Gamboa. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de mayo de 2022 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024661  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 20 de mayo de 2022 10:25 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 1a. XIV/2022 (11a.)  
 
LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y ACCESO A LA INFORMACIÓN. LA OBLIGACIÓN DE TODO INFORMADOR 
DE DISTINGUIR ENTRE LO QUE ES UNA "NOTICIA" Y LO QUE ES UNA "OPINIÓN", FORMA PARTE 
DEL ESTÁNDAR DE PROTECCIÓN DE ESOS DERECHOS HUMANOS. 
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Hechos: Una asociación civil promovió juicio de amparo indirecto en contra del Decreto por el que 
se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones y 
Radiodifusión, publicado en el Diario Oficial de la Federación el treinta y uno de octubre de dos mil 
diecisiete, al estimar que se vulneraban en su perjuicio los derechos a la libertad de expresión y de 
acceso a la información, con motivo de la abrogación de la obligación de los concesionarios de radio 
y televisión de distinguir la "información" de las "opiniones" dentro de los programas noticiosos. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que, como 
parte del estándar de protección de los derechos humanos a la libertad de expresión y de acceso a 
la información, todo informador, en su calidad de intermediario de la programación que difunde, se 
encuentra obligado a que la información divulgada sea, por un lado, veraz y, por otro, imparcial, de 
tal forma que sea clara la distinción entre las "opiniones" o "juicios de valor" de quien informa, y el 
"contenido mismo" del mensaje noticioso. 
 
Justificación: Lo anterior, pues el estándar de protección de los derechos a la libertad de expresión 
y de acceso a la información exige que, en la forma de presentar la información, se debe sugerir con 
suficiente claridad a las audiencias que existen "otros puntos de vista" y "otras conclusiones 
posibles" sobre los "hechos" o "acontecimientos" acerca de lo que se informa o relata. Para lo cual, 
los concesionarios de radio y televisión, o medios de información, están obligados a cumplir con un 
mínimo deber de diligencia, tanto en función de su obligación de comprobar los hechos que son 
objeto de una noticia, como en función de la distinción entre lo que sí es "noticia" y la "opinión" 
que, sobre la misma, se difunde. Ello, pues sólo mediante la consolidación de una sociedad 
debidamente informada se contribuye al fortalecimiento, también, del régimen democrático en el 
Estado Mexicano. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 1031/2019. Centro de Litigio Estratégico para la Defensa de los Derechos 
Humanos, A.C. 19 de enero de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, 
quien está con el sentido, pero con salvedad en las consideraciones, por consideraciones 
adicionales, y reservó su derecho para formular voto concurrente en el que se separa de las 
consideraciones contenidas en la presente tesis, y Ana Margarita Ríos Farjat, quien formuló voto 
concurrente, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto concurrente en el que se separa de las consideraciones contenidas en la 
presente tesis, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente. Ponente: Ministro 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Pablo Francisco Muñoz Díaz. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de mayo de 2022 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024660  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
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Publicación: viernes 20 de mayo de 2022 10:25 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 1a. XII/2022 (11a.)  
 
INSTITUTO FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES (IFT). LE CORRESPONDE LA FACULTAD EXCLUSIVA 
DE DESARROLLAR LOS ASPECTOS REGULATORIOS, TÉCNICOS Y OPERATIVOS SOBRE LA GARANTÍA 
DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LAS AUDIENCIAS, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 28, PÁRRAFO 
DÉCIMO QUINTO, DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL. 
 
Hechos: Una asociación civil promovió juicio de amparo indirecto en contra del Decreto por el que 
se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones y 
Radiodifusión, publicado en el Diario Oficial de la Federación el treinta y uno de octubre de dos mil 
diecisiete, al estimar que se vulneraban en su perjuicio los principios de seguridad jurídica y de 
supremacía jerárquica de la ley, al facultar a los concesionarios de radio y televisión para la emisión 
de reglas técnicas y operativas que garantizan la efectividad de la defensa de los derechos de las 
audiencias, y excluir de esa competencia al Instituto Federal de Telecomunicaciones (IFT). 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve que el 
desarrollo regulatorio, técnico y operativo para implementar los mecanismos que hagan efectivos 
los derechos humanos de las audiencias es un ámbito material de competencia reservado de forma 
exclusiva al Instituto Federal de Telecomunicaciones, con fundamento en el artículo 28, párrafo 
décimo quinto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
Justificación: Lo anterior, toda vez que a las disposiciones administrativas generales que emite el 
Instituto Federal de Telecomunicaciones les aplica el principio de supremacía jerárquica de la ley, 
de tal manera que sus actos, incluidos los que son materialmente legislativos (los regulatorios), 
tienen que ser consistentes y no contradictorios con el régimen constitucional vigente. Ello, pues 
como lo dispuso el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la controversia 
constitucional 117/2014, es indispensable la regulación de un ámbito competencial exclusivo para 
desarrollar un cuerpo de reglas que avance en los fines estructurales y de protección de derechos a 
la libertad de expresión y acceso a la información en sectores de telecomunicaciones y radiodifusión, 
en un espacio independiente de las presiones políticas que impulsan el proceso democrático, así 
como de los intereses de los entes regulados. En ese orden de ideas, la intención del Poder 
Reformador de elevar a rango constitucional autónomo al Instituto Federal de Telecomunicaciones, 
fue para asegurar que éste pudiera emitir regulación con la finalidad de decidir la suerte de las 
cuestiones que le corresponden a su esfera, como lo es el establecimiento de mecanismos 
procesales para la defensa de los derechos de las audiencias, esto al margen de los procesos políticos 
y sobre la base de racionalidades técnicas propias de su sector especializado. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 1031/2019. Centro de Litigio Estratégico para la Defensa de los Derechos 
Humanos, A.C. 19 de enero de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, 
quien está con el sentido, pero con salvedad en las consideraciones, por consideraciones 
adicionales, y reservó su derecho para formular voto concurrente en el que se separa de las 
consideraciones contenidas en la presente tesis, y Ana Margarita Ríos Farjat, quien formuló voto 
concurrente, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto concurrente en el que se separa de las consideraciones contenidas en la 
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presente tesis, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente. Ponente: Ministro 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Pablo Francisco Muñoz Díaz. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de mayo de 2022 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024653  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 20 de mayo de 2022 10:25 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: 1a./J. 20/2022 (11a.)  
 
ESTADOS DE CUENTA BANCARIOS PROPORCIONADOS POR LA COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y 
DE VALORES PARA COMPROBAR EL CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES FISCALES, EXHIBIDOS POR 
LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO COMO FUNDAMENTO DE LA QUERELLA POR 
LOS DELITOS DE DEFRAUDACIÓN FISCAL Y DEFRAUDACIÓN FISCAL EQUIPARADA. ES INNECESARIO 
QUE EL MINISTERIO PÚBLICO LOS SOMETA A CONTROL JUDICIAL PREVIO, TRATÁNDOSE DEL 
PROCESO PENAL MIXTO. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes se pronunciaron con relación al valor 
probatorio que le correspondía a los estados de cuenta bancarios de los contribuyentes 
sentenciados, que obtuvo la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, derivado de la solicitud que 
realizó a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, para efectos de comprobar el cumplimiento de 
las obligaciones fiscales, en uso de la facultad que le confiere la fracción IV del artículo 117 de la Ley 
de Instituciones de Crédito (en su texto anterior a la reforma de diez de enero de dos mil catorce); 
documentos que posteriormente se aportaron como sustento de las respectivas querellas que se 
formularon por los correspondientes delitos fiscales, y fueron considerados como prueba en los 
procesos penales -seguidos en la vía tradicional o mixta-, para demostrar la existencia de sendos 
delitos y la plena responsabilidad penal de los procesados en su comisión. Uno de los contendientes 
convalidó la legalidad del valor probatorio que les atribuyó la autoridad responsable; mientras que 
el otro les negó eficacia convictiva, por considerar que su paso de la materia fiscal a la penal se hizo 
de manera antijurídica, porque el Ministerio Público no los sometió a control judicial previo. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público está facultada legalmente para formular querella y exhibir 
como sustento de su acusación, los estados de cuenta bancarios de los contribuyentes investigados 
a través de un procedimiento de visita domiciliaria, que obtuvo por medio de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, cuando advierta que existen hechos que probablemente son constitutivos de 
un delito, entre otros, los de defraudación fiscal y defraudación fiscal equiparable, sin necesidad de 
que el Ministerio Público los someta a control judicial previo, tratándose del proceso penal mixto. 
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Justificación: El hecho de que la facultad de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para solicitar 
información protegida por el secreto bancario a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, esté 
limitada para fines fiscales, en términos de la fracción IV del artículo 117 de la Ley de Instituciones 
de Crédito, en su texto anterior a la reforma de diez de enero de dos mil catorce, no implica que 
exista impedimento legal alguno para que, como garante del sistema tributario, pueda acudir ante 
el Ministerio Público a hacer de su conocimiento, en defensa del patrimonio de la Nación, hechos 
relacionados con los casos en que la información que obtuvo de los procedimientos previstos en la 
ley para la comprobación del cumplimiento de las obligaciones tributarias, revelen la posible 
comisión de un ilícito de naturaleza fiscal; y tampoco se advierte que se encuentre impedida para 
ofrecer como sustento de su acusación, los estados de cuenta bancarios de los contribuyentes, que 
hubiera recabado por medio de la citada Comisión. Ello, porque lo establecido en la fracción I del 
artículo 92 del Código Fiscal de la Federación, anterior a su reforma de diecisiete de junio de dos mil 
dieciséis, permite colegir que, si derivado de la información allegada al procedimiento 
administrativo de fiscalización, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público tiene conocimiento de 
hechos que puedan configurar, entre otros, los delitos de defraudación fiscal y defraudación fiscal 
equiparable, puede formular querella, para que se inicie la investigación penal correspondiente. 
Además porque de esa facultad deriva que, dicha Secretaría, a efecto de cumplir con el citado 
requisito de procedibilidad, se puede allegar de los datos necesarios para documentar los hechos 
que considere probablemente constitutivos de delito. Por tanto, se concluye que la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público está facultada legalmente para formular querella y exhibir como 
sustento de su acusación, los estados de cuenta bancarios de los contribuyentes investigados a 
través de un procedimiento de visita domiciliaria, que obtuvo por medio de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, cuando advierta que existen hechos que probablemente son constitutivos de 
un delito, entre otros, los de defraudación fiscal y defraudación fiscal equiparable. Sin que dichos 
medios de prueba requieran, para ser justipreciados en juicio, de un control judicial previo o de 
perfeccionamiento alguno por parte del Ministerio Público, al tratarse de documentales públicas 
que se obtuvieron de manera lícita, es decir, sin violación alguna de derechos fundamentales y que 
cuentan además con valor tasado de prueba plena, en términos del artículo 280 del Código Federal 
de Procedimientos Penales, por provenir de funcionarios públicos de la Comisión Nacional Bancaria 
y de Valores, en el ejercicio de sus funciones, que ponen de manifiesto los movimientos bancarios 
en las cuentas de los correspondientes contribuyentes. Y tampoco resulta aplicable respecto de los 
mismos, el criterio asumido por esta Primera Sala de la Suprema de Justicia de la Nación, al resolver 
el amparo directo en revisión 502/2017, en el que se declaró la inconstitucionalidad de la fracción 
II del artículo 117 de la Ley de Instituciones de Crédito, y del que derivó la tesis aislada 1a. LXXI/2018 
(10a.), de título y subtítulo: "SECRETO BANCARIO. EL ARTÍCULO 117, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE 
INSTITUCIONES DE CRÉDITO, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE ENERO DE 2014, VIOLA EL DERECHO A LA VIDA PRIVADA."; 
porque en ese caso, la falta de anclaje constitucional, hace necesario un control judicial previo 
respecto de la excepción al secreto bancario en favor del Ministerio Público, a efecto de evitar 
intromisiones injustificadas al derecho fundamental a la vida privada de los gobernados; mientras 
que en el caso, la fracción IV del mismo ordenamiento legal, encuentra soporte y justificación en los 
artículos 16, párrafo décimo sexto, y 31, fracción IV, ambos de la Constitución General y, por tanto, 
no adolece del mismo vicio. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Contradicción de tesis 147/2021. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Tercer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito. 9 de febrero 
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de 2022. Mayoría de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 
derecho para formular voto aclaratorio, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Ministro Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Ministro Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Héctor Vargas Becerra. 
 
Nota: La citada tesis aislada 1a. LXXI/2018 (10a.), se publicó en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, Libro 55, junio de 2018, Tomo II, página 977, con número de registro 
digital: 2017190. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, al resolver el 
amparo directo 265/2018, en el que ponderando lo sustentado por esta Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada 1a. LXXI/2018 (10a.), de título y subtítulo: "SECRETO 
BANCARIO. EL ARTÍCULO 117, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO, EN SU TEXTO 
ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE ENERO DE 
2014, VIOLA EL DERECHO A LA VIDA PRIVADA.", precisó que la solicitud de información bancaria que 
realizaba la autoridad ministerial, debía estar precedida de control judicial; sin embargo, esa razón 
no era suficiente para estimar que los estados de cuenta bancarios del contribuyente sentenciado, 
que obraban en autos, tuvieran que excluirse por tratarse de pruebas ilícitas. Ello, porque esa 
información bancaria no la recabó la Representación Social para la comprobación del cuerpo del 
delito y la responsabilidad penal del acusado, sino que fue solicitada por autoridades hacendarias a 
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con base en la excepción al secreto bancario, prevista 
en la fracción IV del artículo 117 de la Ley de Instituciones de Crédito (en su texto anterior a la 
reforma de diez de enero de dos mil catorce), para fines fiscales; es decir, con la intención de 
determinar el impuesto generado por el contribuyente sujeto a la correspondiente visita 
domiciliaria. Por tanto, la autoridad judicial de segunda instancia, procedió conforme a derecho al 
tener por acreditada la plena responsabilidad penal del sentenciado, con base en el mismo material 
probatorio con el que se acreditaron los elementos del delito fiscal, entre el que se encontraban los 
aludidos estados de cuenta bancarios, que la Secretaría de Hacienda allegó al Ministerio Público 
investigador, con motivo de la querella que formuló en contra del contribuyente; y, 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito, al resolver el amparo 
directo 522/2019, en el que señaló que de la tesis aislada 1a. LXXI/2018 (10a.), emitida por esta 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de título y subtítulo: "SECRETO BANCARIO. 
EL ARTÍCULO 117, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO, EN SU TEXTO ANTERIOR 
A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE ENERO DE 2014, 
VIOLA EL DERECHO A LA VIDA PRIVADA.", se desprendía que toda información derivada u obtenida 
con violación al secreto bancario protegido por el citado precepto legal, carecía de eficacia 
probatoria en el proceso, a menos que la solicitud de esa información, realizada por la autoridad 
ministerial, se encontrara precedida de autorización judicial. Así, la información que proporcionó la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en atención a la solicitud que realizaron las autoridades 
fiscales, entre las que se encontraban los estados de cuenta bancarios a nombre del quejoso, 
constituían pruebas cuya transición de la materia fiscal a la penal, se hizo de manera antijurídica, 
porque a pesar de que fueron lícitamente obtenidas por la autoridad hacendaria, y legalmente 
destinadas a la causa penal; sin embargo, no fueron corroboradas por el Ministerio Público cuando 
se presentaron como evidencia de los hechos al formularse la querella, a través del medio de 
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perfeccionamiento correspondiente y bajo control judicial, y por tanto, dicha información carecía 
de eficacia. Además, consideró que la excepción prevista en la fracción IV del artículo 117 de la Ley 
de Instituciones de Crédito (en su texto vigente en la época de los hechos), sólo autorizaba a la 
autoridad hacendaria a solicitar información protegida por el secreto bancario, para fines fiscales; 
no para efectos de comprobar el delito y la responsabilidad penal del usuario de los servicios 
financieros. Y, por tanto, la sentencia condenatoria se sustentó en pruebas a las que no se les debió 
otorgar valor probatorio; porque si bien los estados de cuenta se obtuvieron y allegaron a la 
averiguación previa de manera lícita, y podían resultar válidos para efectos fiscales, no lo eran para 
ser valorados como pruebas de cargo en el ámbito penal, ya que ello era violatorio del derecho 
fundamental a la vida privada, contenido en el párrafo segundo del artículo 16 de la Constitución 
General. 
 
Tesis de jurisprudencia 20/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de treinta de marzo de dos mil veintidós.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de mayo de 2022 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de mayo de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024650  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 20 de mayo de 2022 10:25 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 1a. XIII/2022 (11a.)  
 
DERECHO A LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS. CONSTITUYE UN DERECHO HUMANO 
AUTÓNOMO RECONOCIDO POR EL PARÁMETRO DE CONTROL DE REGULARIDAD 
CONSTITUCIONAL. 
 
Hechos: Una asociación civil promovió juicio de amparo indirecto en contra del Decreto por el que 
se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones y 
Radiodifusión, publicado en el Diario Oficial de la Federación el treinta y uno de octubre de dos mil 
diecisiete, al estimar que se vulneraba en su perjuicio el derecho humano a defender los derechos 
humanos, en particular, los derechos de las audiencias. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación reconoce que, como 
parte de los mecanismos para consolidar los postulados de la democracia, es fundamental la 
protección y garantía del derecho de las personas, individual o colectivamente, a "defender los 
derechos humanos", que consiste en llevar a cabo cualquier labor o acción tendente al 
reconocimiento de los derechos humanos en su conjunto o de algunos de éstos, ya sean los 
derechos civiles, políticos, sociales, económicos o culturales. 
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Justificación: Lo anterior encuentra su fundamento, en primer lugar, en la Asamblea General de las 
Naciones Unidas, quien mediante la resolución 53/144 aprobó la "Declaración sobre el derecho y el 
deber de los individuos, los grupos y las instituciones de promover y proteger los derechos humanos 
y las libertades fundamentales universalmente reconocidos", en la que se reconoció que toda 
persona tiene derecho, individual o colectivamente, a promover y procurar la protección y 
realización de los derechos humanos y las libertades fundamentales en los planos nacional e 
internacional. En segundo lugar, en la Asamblea General de la Organización de los Estados 
Americanos quien, mediante la Resolución 1671, exhortó a los Estados Miembros –incluido el Estado 
Mexicano– a continuar con sus esfuerzos tendientes a otorgarles las garantías y facilidades 
necesarias a fin de seguir ejerciendo libremente sus tareas de promoción y protección de los 
derechos humanos. En tercer lugar, en el caso "Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. 
Guatemala", en el que la Corte Interamericana de Derechos Humanos resolvió que lo que permite 
atribuir a una persona o grupo de personas la condición o la calidad de defensor de derechos 
humanos radica en la labor que realiza, con independencia de que la persona que lo haga sea un 
particular o un funcionario público; así como en el caso "Valle Jaramillo Vs. Colombia", en el que 
dispuso que la labor realizada por los defensores y las defensoras de derechos humanos es 
fundamental para el fortalecimiento de la democracia y el Estado de derecho, en tanto que actúan 
ejerciendo un constante reclamo, monitoreo, visibilización y denuncia de aquellas situaciones en 
que dicho goce y disfrute no se encuentra garantizado o es, incluso, violentado. En cuarto lugar, en 
la obligación general del Estado de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos, 
prevista en el párrafo tercero del artículo 1o. de la Constitución General. Y, en quinto lugar, en la 
eficacia horizontal de los derechos humanos, por virtud de la cual los particulares se encuentran, 
también, obligados a su promoción, protección, respeto y garantía. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 1031/2019. Centro de Litigio Estratégico para la Defensa de los Derechos 
Humanos, A.C. 19 de enero de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, 
quien está con el sentido, pero con salvedad en las consideraciones, por consideraciones 
adicionales, y reservó su derecho para formular voto concurrente en el que se separa de las 
consideraciones contenidas en la presente tesis, y Ana Margarita Ríos Farjat, quien formuló voto 
concurrente, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien formuló voto concurrente en el que se separa de las consideraciones contenidas en la 
presente tesis, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente. Ponente: Ministro 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Pablo Francisco Muñoz Díaz. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de mayo de 2022 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Materia(s): (Administrativa, Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 49/2022 (11a.)  
 
DAÑOS POTENCIALES A LA SALUD DE LAS PERSONAS. EL ARTÍCULO 418, FRACCIÓN I, DE LA LEY 
GENERAL DE SALUD NO VULNERA EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD, EN SU VERTIENTE DE SEGURIDAD 
JURÍDICA, AL PREVERLOS COMO ELEMENTO PARA INDIVIDUALIZAR LA SANCIÓN APLICABLE POR 
INFRINGIR DICHO ORDENAMIENTO. 
 
Hechos: Una sociedad mercantil fue sancionada por infringir disposiciones de la Ley General de 
Salud, al haberse detectado diversas irregularidades en el etiquetado de "suplementos alimenticios" 
que comercializaba. La infractora promovió amparo indirecto en el cual reclamó la resolución 
sancionadora y el artículo 418, fracción I, de la Ley General de Salud, este último bajo la premisa 
esencial de que produce inseguridad jurídica al disponer la individualización de la sanción aplicable 
con base no sólo en los daños que se hayan producido, sino también en aquellos que puedan 
producirse en la salud de las personas. El Juez de Distrito negó el amparo y la parte quejosa interpuso 
recurso de revisión, respecto del cual el Tribunal Colegiado de Circuito que previno en su 
conocimiento reservó jurisdicción a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para dilucidar la 
constitucionalidad del precepto reclamado. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
artículo 418, fracción I, de la Ley General de Salud no vulnera el principio de legalidad, en su 
vertiente de seguridad jurídica, aplicable al derecho administrativo sancionador, pues los daños que 
puedan producirse a la salud de las personas válidamente pueden ser empleados como referente 
para individualizar la sanción aplicable a quienes infrinjan las disposiciones de esa legislación. 
 
Justificación: El precepto de referencia dispone que, al imponer una sanción, la autoridad sanitaria 
fundará y motivará su resolución, tomando en cuenta los daños que se hayan producido o puedan 
producirse en la salud de las personas. Dicho criterio constituye un referente para individualizar la 
sanción aplicable por infringir la Ley General de Salud y demás disposiciones que de ella derivan, el 
cual acota con el grado constitucionalmente exigible a las atribuciones de la autoridad 
administrativa al momento de definir qué sanción debe aplicar (amonestación con apercibimiento, 
multa, clausura o arresto hasta por treinta y seis horas); y, si bien amerita un cierto margen de 
apreciación al momento de calificarlo, no por ello se torna arbitrario, ya que su aplicación debe estar 
debidamente motivada, no sólo porque el propio precepto así lo establece, sino también porque el 
artículo 16 de la Constitución General prescribe que todo acto de autoridad debe estar debidamente 
fundado y motivado, lo cual constituye un mandato categórico que, por la eficacia directa del Texto 
Constitucional, debe ser observado, aun cuando la legislación secundaria no lo dispusiera. Además, 
dicho criterio de individualización es susceptible de prueba en contrario, es decir, si en la resolución 
sancionadora se determinara que la infracción cometida puede causar daños a la salud de las 
personas sin la debida motivación o bajo apreciaciones totalmente arbitrarias, ello podría ser 
materia de impugnación en sede administrativa (vía recurso) o en sede judicial (ordinaria o 
constitucional), pues esto atañe a un problema de adecuada motivación, que de ninguna forma 
afecta la regularidad constitucional del precepto en cuestión. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 523/2021. R&D Metabolismo México, S.A. de C.V. 16 de marzo de 2022. Cinco 
votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 
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concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretario: Víctor Manuel Rocha Mercado. 
 
Tesis de jurisprudencia 49/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de once de mayo de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 20 de mayo de 2022 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de mayo de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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